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RESUMEN

¿Por qué han decidido los Estados miembros dotar de mayor poder al Parlamen-
to Europeo en cada reforma de los Tratados Constitutivos? Basándose en la literatu-
ra existente, este artículo pretende proporcionar elementos que permitan explicar el
incremento progresivo de poder de la mencionada institución. Para ello se analizan
las cuatro últimas modificaciones de los Tratados Constitutivos negociadas por los
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Estados miembros. Se proponen dos tipos de hipótesis explicativas: a) el aumento
de competencias de la Eurocámara es consecuencia de la voluntad de las élites polí-
ticas de legitimar el proceso político de la UE; y b) las decisiones adoptadas en cada
CIG constriñen las opciones disponibles en el futuro y condicionan el cambio pro-
ducido en cada ronda de reforma institucional.

Palabras clave: Unión Europea, Parlamento Europeo, Reforma de Tratados,
Institucionalismo Histórico, Legitimidad Democrática.

ABSTRACT

Why have Member States decided to empower the European Parliament in each
reform of the Founding Treaties? Drawing on existing literature, this paper aims at
providing elements which could explain the gradual increase of the institution’s po-
wers. In order to do so, the last four modifications of the Treaties are analysed. Two
types of explicative hypotheses are proposed: a) the increase of the chamber’s com-
petencies is generated by the desire of national elites to legitimise the EU political
process; and b) the decisions adopted in each IGC constraint the available options in
the future and determine the scope of change in each round of institutional reform.

Key words: European Union, European Parliament, Treaty Reform, Historical
Institutionalism, Democratic Legitimacy.

INTRODUCCIÓN

Concebido originalmente como una institución marginal en el proceso
político de la Unión Europea, el Parlamento Europeo (PE) constituye sin
duda uno de los órganos que más ha evolucionado a lo largo de la historia de
la integración. En este sentido, desde sus orígenes como mera asamblea con-
sultiva hasta su actual papel de colegislador, la institución ha sido sistemáti-
camente dotada de mayores poderes por parte de los Estados miembros
(EM) en cada Conferencia Intergubernamental (CIG) de reforma de los Tra-
tados Constitutivos.

Sin embargo, a pesar de extraordinario desarrollo de los estudios polito-
lógicos acerca del proceso de integración europea en los últimos años, pocas
investigaciones han indagado en los motivos de la creación y transformación
progresiva de una de las instituciones centrales de la Unión Europea (UE).
El objetivo de este trabajo consiste en buscar elementos que permitan expli-
car el incremento progresivo de poder de la Eurocámara. Para ello se anali-
zan cuatro de las últimas modificaciones de los Tratados Constitutivos: el
Tratado de Ámsterdam, el Tratado de Niza, el «fallido» Tratado por el que se
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establece una Constitución para Europa y el recientemente adoptado Tratado
de Lisboa. La pregunta a la cual se pretende hacer frente es relativamente
sencilla: ¿por qué han decidido los EM dotar de mayor poder a al PE de for-
ma sistemática en cada reforma institucional?

1. ESTADO DE LA CUESTIÓN: COMPROMISOS CREÍBLES, COMPORTAMIENTO

ESTRATÉGICO Y LEGITIMIDAD DEMOCRÁTICA

Las aportaciones académicas referentes a las reformas institucionales
han proporcionado respuestas muy diversas al mencionado interrogante. Sin
llegar a constituir una explicación detallada de los factores determinantes de
la transformación del PE, el trabajo de Moravcsik (1998) resulta sin duda de
obligada referencia en el estudio de los procesos de reforma de los Tratados.
Según el enfoque conocido como integubernamentalismo liberal —desarro-
llado por dicho autor—, la génesis y alteración institucional sería el resulta-
do de la creación de mecanismos por parte de los EM para hacer respetar los
«compromisos creíbles» alcanzados en cada CIG, y que reflejan el equilibrio
resultante de la interacción de las preferencias de los gobiernos a nivel su-
pranacional.

En el caso concreto del PE, la decisión de incrementar los poderes de la
Eurocámara habría estado motivada por el apoyo constante por parte de los
EM que más se benefician de la integración (Alemania, Italia y Bélgica), ya
que, supuestamente, la atribución de mayores competencias a la institución
supondría un avance en el proceso. Además, Moravcsik argumenta acerca de
las últimas reformas que en el caso de determinados Estados como Alemania
existirían motivaciones de tipo ideológico para reformar el PE. Así, la exis-
tencia de una mayoría consistente de centro-izquierda en la cámara a lo largo
de los últimos años facilitaría la adopción de legislación de tipo social y me-
dioambiental, lo que sería consistente con las preferencias de los gobiernos
socialdemocrátas alemanes (Moravcsik, 1998: 489). Además, Moravcsik y
Nicolaïdis (1999: 81) defienden que existe una cierta conexión entre las ins-
tituciones democráticas nacionales y el apoyo al incremento de poderes del
PE. Según esta perspectiva, las élites políticas de los EM externalizarían al
nivel supranacional sus percepciones acerca del tipo de sistema político idó-
neo (federalismo, unitarismo, etc.).

Sin embargo, no parece tan claro que las dimensiones ideológicas tradi-
cionales constituyan factores determinantes en la transformación de la insti-
tución. En primer lugar, Hix (2005) muestra como desde hace unos años el
«Eurodiputado medio» no se sitúa necesariamente en el centro-izquierda en
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el marco del espectro político de la cámara. En cuanto al argumento relativo
a la proyección supranacional de las instituciones nacionales, Rittberger
(2005: 25) afirma que no están claros los mecanismos causales que determi-
nan la conexión entre cultura política nacional y decisiones a nivel suprana-
cional en este ámbito. Asimismo, las preferencias no tienen por qué ser ho-
mogéneas en el seno de los EM en cuanto a las opiniones sobre el tipo de
sistema político a desarrollar.

Uno de los autores que ha Tratado de manera específica la evolución ins-
titucional del PE es Hix (2002), quién desarrolla un modelo espacial a partir
del enfoque del institucionalismo de la elección racional para explicar el in-
cremento de poderes de la asamblea entre cada CIG. Según el autor, durante
la fase de «diseño constitucional», los EM alteran los poderes del PE a tra-
vés de la reforma de los Tratados. Sin embargo, los gobiernos no esperan
que dichas modificaciones entrañen una redistribución de poder hacia la ins-
titución, ya que piensan que siguen manteniendo el control final del proceso
legislativo. Durante el período temporal entre cada CIG, el PE reinterpreta, a
través de su reglamento interno, las reglas de iure del Tratado en su favor, y
amenaza con no cooperar con los gobiernos si éstos no aceptan la interpreta-
ción desarrollada. En la siguiente CIG, el PE propone a los EM reformar las
reglas de iure existentes para adaptarlas a la ejecución de facto que deriva de
la interpretación de las primeras. Los gobiernos más integracionistas propo-
nen entonces reformas más modestas para atraerlas lo máximo posible a sus
preferencias ideales. Dichas reformas son finalmente aceptadas por el resto
de gobiernos, que prefieren la opción más alejada de las reglas de facto (Hix,
2002: 272).

La debilidad más importante de la explicación de Hix reside sobre todo
en que su aportación teórica no ha sido contrastada con más casos (su estu-
dio se basa únicamente en el Tratado de Ámsterdam), como por ejemplo las
transformaciones pactadas en el Tratado de Niza. De hecho, si bien Hix pre-
dice que los EM pueden aprender de lo sucedido y restringir la posibilidad
de una reinterpretación amplia de los Tratados Constitutivos a través de una
delimitación más detallada de las disposiciones del Tratado, esta explicación
no parece ser extrapolable por ejemplo al caso de Niza, ya que los gobiernos
decidieron aumentar el número de áreas sometidas a codecisión sin llegar a
reformar de forma específica el procedimiento legislativo.

Finalmente, el trabajo más completo realizado hasta la fecha sobre el ob-
jeto de estudio es el realizado por Rittberger (2005), quien elabora un mode-
lo específico de delegación de soberanía a instituciones parlamentarias su-
pranacionales a través del estudio de la creación y evolución del PE. Toman-
do como base las reflexiones de Dahl (1994), Rittberger argumenta que los
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EM, a la hora de transferir competencias a instituciones supranacionales, se
ven enfrentados a un dilema democrático. Por un lado, los gobiernos dotan a
los organismos internacionales de capacidades para resolver problemas de
manera eficaz. Sin embargo, dicha delegación entraña el riesgo de excluir a
los ciudadanos y a sus representantes del proceso de toma de decisión de las
soluciones a adoptar en el marco del nuevo contexto. Se produce por tanto
de manera potencial un desequilibrio entre la legitimidad de resultados (ca-
pacidad de un sistema político de resolver eficazmente los problemas a los
que se enfrenta la sociedad) y la legitimidad de procedimiento (los mecanis-
mos a través de los cuales los ciudadanos controlan las decisiones adoptadas
por los poderes públicos).

Rittberger afirma que las élites políticas de los EM, al percibir esta bre-
cha en el momento de transferencia de soberanía al nivel supranacional, ex-
ploran medidas que posibiliten el control democrático de las instituciones.
Los gobiernos muestran entonces visiones diversas acerca de cómo legitimar
el sistema. La conversión en reformas institucionales concretas de dichas
opciones no es automática, sino que el resultado final es el producto de las
interacciones entre las distintas creencias legitimadoras de las élites durante
las CIGs. Es así como los Estados acaban eligiendo finalmente la solución
de incrementar los poderes del PE con el fin de aumentar las posibilidades
de control y rendición de cuentas de los organismos supranacionales (Ritt-
berger, 2005: 4-5). Uno de los principales problemas planteados por este en-
foque es que no explica cuáles son los factores que determinan el alcance de
los cambios. Dicho de otro modo, la argumentación desarrollada por el autor
no plantea elementos explicativos acerca de por qué en unas CIGs se lleva-
ron a cabo transformaciones de mayor calado que en otras.

2. LEGITIMIDAD DEMOCRÁTICA Y DEPENDENCIA DE LA TRAYECTORIA:

UN MODELO COMPLEMENTARIO DE EVOLUCIÓN COMPETENCIAL

DEL PARLAMENTO EUROPEO

Esta investigación recoge parcialmente las ideas de Rittberger y añade el
factor tiempo a los supuestos formulados. En concreto, se pretende demos-
trar cómo, junto con las creencias acerca de la legitimación democrática de
la Unión, las decisiones adoptadas con anterioridad determinan de forma
fundamental los resultados finales de las CIGs en relación a la transforma-
ción competencial del PE. Se argumenta además que tanto la conexión entre
temas específicos en un momento determinado (como por ejemplo, el incre-
mento del número de áreas sometidas a voto por mayoría cualificada y el
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aumento de asuntos bajo codecisión) como la agenda fijada por cada CIG
para las sucesivas reformas determinaron la adopción de las modificaciones
finalmente adoptadas.

Para ello se toma como marco teórico de referencia el institucionalismo
histórico, el cual establece que el proceso político está determinado por la
persistencia de determinadas configuraciones institucionales a lo largo de
la historia que constriñen las elecciones de los actores políticos en el presen-
te. Este fenómeno se denomina «dependencia de la trayectoria» (path depen-
dency), y designa situaciones en las que los legados institucionales reducen
el rango de opciones de las que los actores pueden disponer. Dicha limita-
ción de posibilidades de acción se produce principalmente porque los bene-
ficios de repetir la estructura institucional elegida aumentan con el paso del
tiempo (Closa, 2003: 4). Es lo que se conoce como «retornos crecientes»,
que en el marco de la evolución temporal del fenómeno producen un proceso
de retroalimentación positiva, favoreciendo la permanencia de las institucio-
nes (Pierson, 2004: 22).

Dos elementos esenciales del mencionado enfoque son la secuencia y el
momento, los cuales vendrían a subrayar la importancia del orden en el cual
ocurren los eventos e interacciones políticas. En este sentido, la secuencia en
la que tienen lugar los acontecimientos determinaría de manera crucial los
resultados políticos, de manera que un evento que tenga lugar «demasiado
tarde» podría llegar a no provocar ningún efecto sobre los mismos (Pierson,
2004: 44). En cuanto a la posibilidad de cambio institucional, las formula-
ciones más tempranas del enfoque establecían que las modificaciones serían
consecuencia de la existencia de «coyunturas críticas» (critical junctures),
que designan situaciones en los que factores exógenos provocan crisis en los
sistemas institucionales, generando trayectorias alternativas a la existente
(Hall y Taylor, 1996: 942). A lo largo de los últimos años algunos autores
han venido formulando propuestas que pretenden explicar el fenómeno del
cambio más allá de las mencionadas coyunturas. Thelen (2003) señala a este
respecto dos posibles vías alternativas de alteración institucional: la estratifi-
cación, a través de la cual una parte concreta de una institución es renegocia-
da, permaneciendo el resto inalterado, y la conversión, que designa al proce-
so por el cual los actores reinterpretan el objetivo para el que se crearon las
instituciones.

El modelo desarrollado en este trabajo intenta identificar los factores que
condicionaron el cambio institucional en el caso del PE. De manera específi-
ca, se argumenta que en Ámsterdam se continuó desarrollando un discurso
de legitimidad, basado en la asociación entre aplicación de voto por mayoría
cualificada e implicación del PE a través del procedimiento de codecisión.
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Así, se habría generado una lógica interna que en las CIGs posteriores limitó
el rango de opciones disponibles para los actores y que facilitó la reforma
institucional. Esta posibilidad ha sido enunciada por Rittberger (2004),
quien sin embargo no explica por qué en el caso de Niza las reformas com-
petenciales fueron menores que en el caso de Ámsterdam o Maastricht.

El factor explicativo adicional introducido por este trabajo consiste en
subrayar la importancia del momento en el que tienen lugar las reformas de
los Tratados. De manera concreta, se argumenta que las decisiones adopta-
das al final de las CIGs analizadas acerca de las cuestiones irresueltas condi-
cionaron de manera importante la agenda de las sucesivas reformas, deter-
minando el nivel de relevancia de los temas tratados en cada CIG (1). En de-
finitiva, se pretende confirmar la naturaleza incremental de los cambios
institucionales, lo que vendría a establecer una estratificación —en la termi-
nología de Thelen— de las instituciones anteriormente existentes (en este
caso, las competencias y atribuciones del PE). Por último, el trabajo trata de
poner de relieve la importancia creciente de las ideas acerca del «déficit de-
mocrático» de la UE para la definición de la arquitectura institucional comu-
nitaria.

La verificación empírica de las hipótesis formuladas se basa en la reali-
zación de tres estudios de caso, los cuales se corresponden con cuatro de las
últimas reformas negociadas por los Estados de la UE. Los criterios que sus-
tentan la selección de dichos procesos son los siguientes:

a) Eliminación de posibles sesgos en la selección de los casos en fun-
ción de la variable dependiente (King, Keohane y Verba, 1994: 127): en el
caso de las reformas institucionales de la UE, cabe la tentación de centrarse
en las decisiones «cruciales» de atribución de competencias al Parlamento.
Sin llegar a la aleatoriedad, la selección aquí realizada pretende minimizar al
máximo el mencionado riesgo a través del estudio de casos en los cuales el
grado de variación institucional producido es diferente.

b) Ausencia de análisis conjuntos de las cuatro reformas seleccionadas:
si bien los resultados de las mencionadas CIGs en relación a los poderes del
Parlamento Europeo han sido analizados en distintas investigaciones de forma
aislada (Hix, 2002; Benedetto y Hix, 2007; Neuhold, 2006), existen hasta la
fecha pocos trabajos que aporten evidencia empírica resultante del estudio
acumulado de las sucesivas modificaciones de los Tratados. Esta investiga-
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ción pretende ayudar a corregir dicha carencia a través del estudio de un perío-
do temporal amplio que permita la reconstrucción eficiente del proceso.

3. LA CONSOLIDACIÓN DEL PARLAMENTO EUROPEO COMO ACTOR:

EL TRATADO DE ÁMSTERDAM

El siguiente epígrafe presenta el análisis de las negociaciones conducen-
tes a la adopción del Tratado de Ámsterdam. Las reformas acordadas en la
CIG de 1996 supusieron un aumento considerable del poder del PE, ya que
no sólo se extendió el procedimiento de codecisión a 14 nuevas áreas (23 en
total), sino que también se modificó en aras de una mayor simplicidad. A tal
efecto, se eliminó la tercera lectura fijada por el Tratado de Maastricht y se
estableció la posibilidad de que la propuesta legislativa fuera rechazada en el
caso de que el Comité de Conciliación no llegara a un acuerdo. También se
modificó el procedimiento de designación de los miembros de la Comisión.
Las nuevas provisiones establecieron que a partir de la entrada en vigor del
Tratado, el PE aprobaría en un primer momento la designación del Presiden-
te de la futura Comisión acordada por los EM, aprobando a continuación el
conjunto de los miembros del ejecutivo, designados de común acuerdo entre
los Estados y el Presidente. Otras reformas concernientes a la Eurocámara
incluyeron el establecimiento de límites al número máximo de Eurodiputa-
dos (700), la posibilidad del desarrollo de un procedimiento uniforme de
elección del PE o la modificación del procedimiento de elaboración del esta-
tuto de los miembros de la cámara.

a) Preparación de las negociaciones

Al igual que en anteriores CIGs, las negociaciones para la reforma de los
Tratados Constitutivos vinieron enmarcadas por el mandato de revisión esta-
blecido tanto en la reforma precedente [en este caso, Maastricht (2)] como
en las conclusiones del Consejo Europeo de Corfú de junio de 1994 (Conse-
jo Europeo, 1994):

«Al adoptar las disposiciones institucionales del Tratado de adhesión, los
Estados Miembros y los países candidatos convienen en que la Conferencia
Intergubernamental que se convocará en 1996 emprenda, además del estudio
del papel legislativo del Parlamento Europeo y de los demás puntos previstos
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en el Tratado de la Unión Europea, el estudio de las cuestiones relativas al nú-
mero de miembros de la Comisión y a la ponderación de los votos de los Esta-
dos Miembros en el Consejo.» (Consejo Europeo, 1993).

Así, el Consejo Europeo solicitó a cada institución comunitaria la elabo-
ración de informes acerca del funcionamiento del Tratado de la Unión Euro-
pea (TUE), los cuales serían utilizados por un «Grupo de Reflexión» com-
puesto por altos cargos y académicos designados por los EM y cuyos traba-
jos para la preparación de la CIG comenzarían en junio del siguiente año.

b) Marco de negociación

El informe preparado por el Grupo de Reflexión constituyó el marco a
partir del cual se negociaron las reformas posteriormente adoptadas. A este
respecto, la primera parte del documento presentaba los principales desafíos
a los que se debía enfrentar Europa y recordaba la necesidad de explicar a
los ciudadanos una Unión cada vez más compleja desde el punto de vista
tanto político como procedimental. En concreto, a la hora de hablar de «me-
jorar el funcionamiento de la Unión y prepararla para la ampliación», el in-
forme hacía especial hincapié en la importancia de crear una UE más eficaz
y democrática. Desde el punto de vista institucional, el PE parecía constituir
uno de los pilares esenciales de esta estrategia, ya que, de acuerdo con el in-
forme, «una Unión más democrática [significaría] a la vez lograr una justa
representación de los ciudadanos en cada una de sus instituciones y realzar
el papel del Parlamento Europeo» (Grupo de Reflexión, 1995).

La voluntad de incrementar los poderes de la cámara se materializaba en
la segunda parte del informe, en la que se proponían reformas institucionales
concretas. Las principales modificaciones propuestas en este sentido se refe-
rían a la limitación del número de escaños, la fijación de una disposición re-
lacionada con la posibilidad de adoptar un procedimiento electoral uniforme
en los Estados y, sobre todo, al rol de la institución en el proceso legislativo
comunitario. En relación a este último, se proponía la simplificación de la
variedad de procedimientos existentes así como la mejora y ampliación del
procedimiento de codecisión. El documento exponía de manera concreta la
posibilidad de que toda la legislación adoptada por el Consejo por mayoría
cualificada pasara a encuadrarse bajo el mencionado procedimiento, una
propuesta apoyada por una amplia mayoría de los miembros del Grupo de
Reflexión. El informe enunciaba igualmente la posibilidad de aumentar el
control del ejecutivo comunitario por parte de la Eurocámara, aunque sin lle-
gar a sugerir medidas concretas de reforma en el nombramiento de los Co-
misarios.
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c) Preferencias de los Estados miembros

A la hora de estudiar las preferencias de los Estados acerca de la reforma
del PE es necesario focalizar el análisis en las áreas que representan un ma-
yor aumento de poder para la institución: la extensión de la codecisión a
nuevos ámbitos, la reforma del propio procedimiento y el control de la Co-
misión Europea a través del procedimiento de designación del ejecutivo. En
cuanto a la codecisión, el análisis agregado de las contribuciones de los EM
a la CIG (Parlamento Europeo, 1996a) revela que una mayoría de gobiernos
estaba a favor de la extensión del procedimiento a nuevas áreas legislativas.
Asimismo, más de la mitad de los Estados estableció una conexión entre el
voto por mayoría cualificada en el Consejo y la utilización del procedimien-
to de codecisión.

La reforma formal del procedimiento también constituyó un elemento de
consenso entre los gobiernos que estaban a favor de extender el número de
áreas bajo codecisión, ya que éstos se mostraron de acuerdo con llevar a
cabo modificaciones con el fin de simplificar el proceso y aumentar los po-
deres del PE. El procedimiento del nombramiento de la Comisión Europea
no constituyó en cambio uno de los temas principales a debatir por parte de
los Estados, por lo que sólo unos pocos gobiernos (p.ej. Austria) plantearon
la posibilidad de extender los poderes del PE en relación al nombramiento
de los Comisarios. Sin embargo, varios Estados se mostraron a favor de au-
mentar los poderes de control de la cámara sobre el ejecutivo comunitario.
En cuanto a la argumentación desarrollada por los gobiernos a la hora de
apoyar la extensión del procedimiento de codecisión, la mayor parte de los
Estados a favor de dicha ampliación (9 de 11) esgrimieron la búsqueda de
una mayor legitimidad democrática como la razón principal por la cual era
necesario incrementar el poder legislativo de la Eurocámara (3).

d) Negociación

Existen numerosas explicaciones acerca de las negociaciones y los facto-
res que determinaron los resultados finales de Ámsterdam (Dinan, 1999;
Edwards y Pijpers, 1997; Laursen, 2002; Moravcsik y Nicolaïdis, 1999; Pe-
tite, 1998; Sverdup, 1998). Si bien estos trabajos difieren en el alcance y la
diversidad de temas analizados, existen ciertos puntos comunes que convie-
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(3) Información obtenida a través del análisis de las contribuciones de los Estados
miembros contenidas en PARLAMENTO EUROPEO (1996a) y ESPAÑA (1995).



ne resaltar con el fin de reconstruir el proceso que llevó a la alteración del
statu quo institucional.

La elaboración del Tratado de Ámsterdam se llevó a cabo durante tres
Presidencias consecutivas (italiana, irlandesa y holandesa). Las negociacio-
nes se desarrollaron «formalmente» en los Consejos de Ministros de Asun-
tos Exteriores, en función de las directrices fijadas por los Consejos Euro-
peos. Sin embargo, la mayor parte de las discusiones fueron conducidas por
un Grupo de Representantes compuesto por altos cargos de los EM (Petite,
1998). Los documentos redactados por las delegaciones que sirvieron como
base para las negociaciones fueron circulados de manera continua por las su-
cesivas Presidencias. Las discusiones pusieron de relieve el carácter crucial
del papel desempeñado por las Presidencias y el Secretariado del Consejo de
la Unión Europea, ya que la mayoría de las propuestas distribuidas fueron el
resultado de la colaboración entre ambos entes (Stubb, 2002: 86).

En cuanto a las posiciones de los EM, algunos autores han etiquetado las
preferencias de los gobiernos durante la CIG como «fluctuantes» (Stubb,
2002: 83) en función de los diversos temas abordados en la negociación. Se
argumenta a este respecto que las contribuciones iniciales de los ejecutivos
fueron lo suficientemente ambiguas y abiertas con el fin de no comprometer
la posición de los gobiernos en las futuras negociaciones (Petite, 1998). No
obstante, en el caso de la extensión de la codecisión, la alteración de prefe-
rencias se produjo principalmente a la hora de decidir qué nuevas áreas que-
darían circunscritas a dicho procedimiento (Moravcsik y Nikolaïdis, 1999:
77), sin llegar a cuestionar la mayoría de los Estados la necesidad de ampliar
los poderes legislativos del PE. Los EM potencialmente más problemáticos
a este respecto, Francia y el Reino Unido, modificaron en gran medida sus
intereses iniciales acerca de la extensión de la codecisión cuando sendos co-
micios nacionales llevaron a socialistas y laboristas respectivamente a los
gobiernos de ambos Estados. Dichos acontecimientos, si bien no minaron la
firmeza de los negociadores en relación a los temas más controvertidos, sir-
vieron para suavizar las posiciones y facilitar la búsqueda de consenso (Peti-
te, 1998; Moravcsik y Nikolaïdis, 1999: 81; Sverdrup, 1998).

La reforma del procedimiento de codecisión, la cual suponía un paso im-
portante en la búsqueda del equilibrio de poder entre Parlamento y Consejo
en el marco del proceso legislativo, siguió la misma lógica que las negocia-
ciones acerca de la extensión del procedimiento a nuevas áreas. En conse-
cuencia, la extensión de los poderes legislativos del PE acabó siendo codifi-
cada en el nuevo Tratado tanto en su nuevo artículo 251 (anteriormente,
189B) como en los artículos de las nuevas áreas sujetas a dicho procedi-
miento.
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En cuanto al procedimiento de designación de la Comisión, el PE había
demandado en un principio que los Comisarios fueran aprobados por la Eu-
rocámara a partir de una lista de nombres proporcionada por los EM (Parla-
mento Europeo, 1996b). Sin embargo, únicamente cuatro Estados (Irlanda,
Italia, Países Bajos y Austria) apoyaron las aspiraciones de la asamblea. Va-
rios autores coinciden en señalar los acontecimientos acaecidos durante el
nombramiento de Jacques Santer al frente del ejecutivo como el principal
detonante de la revisión del artículo 158, ya que un gran número de Eurodi-
putados mostraron su disconformidad con la nominación del luxemburgués
y pusieron en dificultades la aprobación del candidato propuesto por el Con-
sejo Europeo. Finalmente, la nominación de Santer fue aprobada por 260 vo-
tos a favor por 238 en contra, gracias al apoyo de los Europarlamentarios de
centro-derecha y los socialistas cuyos gobiernos nacionales habían confir-
mado dicha designación (Gabel y Hix, 2002). Ante la probabilidad de que en
un futuro el PE bloqueara el proceso legislativo si el Consejo decidía seguir
adelante con el nombramiento del candidato propuesto, los EM decidieron
modificar el procedimiento, pasando a otorgar a la Eurocámara el derecho de
«aprobación» del ejecutivo en lugar del de simple «consulta» a la hora de la
designación.

En suma, la evidencia empírica resultante del análisis de las negociacio-
nes revela que el caso de Ámsterdam parece confirmar las hipótesis formula-
das. En primer lugar, la agenda de las CIGs estuvo marcada en gran medida
por los temas fijados al concluir las negociaciones de Maastricht. De manera
específica, la inclusión de la ampliación de poderes del PE entre la lista de
asuntos a tratar supuso la continuidad de la lógica interna que había comen-
zado a desarrollarse en la anterior CIG, y que incluía la asociación de la uti-
lización del procedimiento de codecisión al voto por mayoría cualificada en
el Consejo. Por ello, la agenda jugó un papel fundamental a la hora de crear
una estructura de oportunidades para la reforma de las competencias del PE.
Finalmente, la mayor parte de los Estados aludieron a la importancia de legi-
timar democráticamente la UE como argumento principal a la hora de apo-
yar las reformas en favor del «apoderamiento» de la institución.

4. LA IMPORTANCIA DE LA AGENDA: EL TRATADO DE NIZA

Al igual que en el caso de Tratado de Ámsterdam, la modificación del
nuevo marco legal de la UE en Niza vino enmarcada por los temas que no
habían podido ser resueltos en la anterior CIG. De hecho, los asuntos pen-
dientes de renegociación y que iban a constituir el núcleo central de las dis-
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cusiones entre los EM pronto empezaron a conocerse como las «sobras de
Ámsterdam». El acuerdo final se materializó en la firma del Tratado en fe-
brero de 2001, el cual entró en vigor en 2003, después de que Irlanda tuviera
que celebrar un segundo referéndum al haber rechazado sus ciudadanos el
texto en una primera consulta.

A pesar de la focalización casi exclusiva sobre los aspectos irresueltos, el
resultado final de las negociaciones supuso un nuevo incremento de poder
del PE, aunque de menor alcance que los acordados previamente. La refor-
ma adoptada más relevante de cara al statu quo institucional fue la extensión
de la codecisión a siete nuevas áreas. Asímismo, se mejoró considerable-
mente el estatus legal de la Eurocámara, al dotarla de la posibilidad de inter-
poner recursos ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas en
las mismas condiciones que el resto de instituciones (4) (Wessels, 2001:
210). Además, se estableció la posibilidad de que el PE obtuviera opiniones
del Tribunal sobre la compatibilidad de un acuerdo internacional con los
Tratados Constitutivos (5).

Por otro lado, se elevó el número máximo de escaños del PE a 732, lle-
vándose a cabo una nueva repartición de los Eurodiputados correspondientes
a cada Estado miembro. También se volvió a reformar el procedimiento de
nombramiento de la Comisión Europea a través del cual el Consejo, reunido
en su formación de Jefes de Estado o de Gobierno y por mayoría cualificada,
designaría a un candidato a ocupar el puesto de Presidente de la Comisión,
debiendo ser dicha designación aprobada por el PE. El paso del voto por
unanimidad a la mayoría cualificada parece no revestir mayor importancia
desde el punto de vista formal. Sin embargo, algunos autores argumentan
que esta transformación suponía un aumento de facto en el poder de influen-
cia del PE, ya que al reducirse la coalición necesaria para aprobar un candi-
dato en el Consejo, disminuye también la probabilidad de que los Eurodipu-
tados cuyo partido político está en el gobierno se vean influenciados por el
voto de estos últimos (Hix, Noury y Roland, 2006: 28; Ludlow, 2001).

a) Preparación de las negociaciones

El protocolo 7 de Tratado de Ámsterdam establecía que conforme se
acercara el momento de ampliar la Unión a nuevos miembros sería necesario
convocar una nueva CIG con el fin de adaptar las estructuras institucionales
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al nuevo escenario. De este modo, en el Consejo Europeo de Colonia, los
EM «confirmaron» su intención de convocar una Conferencia para resolver
los asuntos institucionales que habían quedado irresueltos tras la adopción
del Tratado de Ámsterdam con vistas a la futura ampliación. Las conclusio-
nes de Colonia establecían que los temas a tratar serían los siguientes: el ta-
maño y la composición de la Comisión Europea, la ponderación de los votos
en el seno del Consejo de la UE y la posible extensión del voto por mayoría
cualificada a nuevas áreas (Consejo Europeo, 1999).

En esta ocasión, los EM no se mostraron a favor de convocar a un grupo
de expertos para formular propuestas de reforma de los Tratados Constituti-
vos (Stubb, 2002: 109). Sin embargo, el nuevo Presidente de la Comisión
—el italiano Romano Prodi— reclamó que la agenda de la CIG se extendie-
ra más allá de los temas fijados en Colonia. Por ello, convocó a un «Grupo
de Sabios» con el fin de que redactaran un informa acerca de las implicacio-
nes institucionales de la ampliación. Dicho documento (Dehaene, von Weiz-
säcker y Simon, 1999) no sólo analizaba posibles modificaciones del Trata-
do en las áreas señaladas por las conclusiones del Consejo Europeo de Colo-
nia, sino que también planteaba la posibilidad de introducir cambios en
cuestiones tales como la flexibilidad en el proceso de integración, las rela-
ciones exteriores o la defensa europea.

b) Marco de negociación

Las conclusiones del informe redactado por el mencionado grupo no
constituyeron sin embargo la base para las negociaciones, por cuanto los EM
habían decidido tomar como referencia un informe preparado por la Presi-
dencia finlandesa. Dicho documento fue presentado durante el Consejo Eu-
ropeo de Helsinki de diciembre de 1999 y se centraba en las opciones de re-
forma específicas de las cuestiones subrayadas en Colonia. El informe hacía
especial hincapié en la extensión del voto por mayoría cualificada y afirma-
ba que la Presidencia había encontrado un amplio apoyo de los países al
plantear la posibilidad de dicha ampliación a nuevas áreas. En este sentido,
se afirmaba que el sistema de voto había constituido hasta entonces la clave
para un proceso de toma de decisiones eficaz, aunque se recordaba que in-
cluso en una UE ampliada algunos asuntos deberían quedar todavía someti-
dos al voto por unanimidad. En cuanto al PE, las dos únicas cuestiones seña-
ladas eran la necesidad de recalcular la repartición de escaños entre los Esta-
dos y la posible conexión entre el voto por mayoría cualificada en las áreas
sujetas a dicho sistema y la utilización del procedimiento de codecisión (Fin-
landia, 2000).
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A este respecto, diversos análisis coinciden en resaltar la «estrechez» de
la agenda de asuntos tratados en la CIG. El informe redactado por la Presi-
dencia finlandesa pareció contribuir a mantener el escueto encuadre fija-
do por el Consejo Europeo (Mateo y Dür, 2004: 11). De esta forma, el carác-
ter conservador del documento llevó a que los Estados los adoptaran como
un texto más a tener en cuenta y no como marco de negociación (Elorza,
2000: 46).

c) Preferencias de los Estados miembros

Conviene señalar que el análisis de las preferencias de los EM resulta ex-
tremadamente complejo en el caso de Niza, por cuanto la documentación
disponible al respecto es escasa. De hecho, el modo en que los gobiernos lle-
varon a cabo las negociaciones ha llevado a calificarlas como las más secre-
tas de la historia de la UE (Tonra, 2006: 182).

En el caso del PE, el único asunto relevante acerca del cual los ejecutivos
llevaron a cabo contribuciones fue la repartición del número de Escaños en-
tre los Estados y, en algunos casos, la extensión de las áreas sujetas a codeci-
sión. Esta última cuestión parecía reunir cierto consenso por parte de los EM
que manifestaron inicialmente su posición. Las divergencias surgieron a la
hora de decidir si era necesario conectar el voto por mayoría cualificada con
la utilización del procedimiento de codecisión. Asímismo, una gran parte de
la discusión entre los gobiernos se centraba en torno a la posibilidad de ex-
tender el voto por mayoría cualificada en el Consejo a determinadas áreas
como medio ambiente, política social, fiscalidad o justicia y asuntos interio-
res (6).

En cuanto a la argumentación proporcionada por los EM a la hora de
apoyar la extensión de la codecisión, los criterios utilizados se enmarcaban
exclusivamente bajo la lógica de una búsqueda de mayor eficiencia en el
proceso comunitario de toma de decisiones. De hecho, ninguna de las contri-
buciones analizadas mencionaba en ningún momento la necesidad de dotar
de mayor legitimidad democrática a la UE como base argumentativa para las
reformas.
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(6) Información obtenida a través del análisis de las contribuciones de los Estados
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d) Negociación

A diferencia de las negociaciones conducentes a la aprobación del Trata-
do de Ámsterdam, las discusiones entre los EM se llevaron a cabo en dos
etapas. Una vez lanzada la CIG el 14 de febrero de 2000, el grupo de repre-
sentantes designado por los gobiernos decidió en una fase preliminar exami-
nar los temas expuestos en las conclusiones de los Consejos Europeos de
Colonia y Helsinki. La segunda parte de las negociaciones se desarrolló bajo
las Presidencias portuguesa y francesa (House of Commons, 2000b: 10). En
un primer momento, los EM discutieron los avances en las negociaciones,
los cuales servirían como base para la elaboración del informe preparado por
la Presidencia portuguesa para el Consejo Europeo de Santa Maria da Feira
de junio de 2000 (Portugal, 1999).

Dicho documento planteaba en primer lugar un seguimiento del estado
del proceso de negociación, exponiendo de manera conjunta las posiciones
de los Estados respecto a los temas discutidos. El texto contenía un apartado
específico acerca de las posibles reformas del PE, el cual trataba tanto la
cuestión del número y repartición de escaños entre los EM y la posible ex-
tensión de la codecisión a nuevas áreas. El análisis de la contribución de la
Presidencia portuguesa muestra en primer lugar que los EM estaban dispues-
tos a discutir la posibilidad de conectar la codecisión con el voto por mayo-
ría cualificada en el Consejo. Sin embargo, el informe también afirmaba que
el razonamiento inverso no sería de aplicación: el voto por mayoría cualifi-
cada no tendría por qué entrañar la utilización del artículo 251.

El documento proponía igualmente llevar a cabo las discusiones sobre di-
cha cuestión en paralelo a las negociaciones sobre las mayorías de voto utili-
zadas en el Consejo. También se discutía la posibilidad de eliminar el procedi-
miento de cooperación, sustituyéndolo bien por el de codecisión o por el de
consulta, listándose en un anexo hasta 21 áreas que podrían pasar a utilizar el
artículo 251, 17 de las cuales estaban sujetas a voto por mayoría cualificada en
el Consejo. Seguidamente, se exponían 4 áreas sujetas al procedimiento de
cooperación y que podrían pasar a utilizar la codecisión o el procedimiento
de consulta. Conviene señalar que en este caso, la necesidad de dotar de ma-
yor legitimidad democrática al proceso de integración volvía a utilizarse como
argumento a la hora de justificar el incremento de poderes del PE.

La fase final de las negociaciones se llevó a cabo bajo Presidencia france-
sa y una gran parte de la literatura académica coincide en señalar que las dis-
cusiones se desarrollaron con un alto grado de conflictividad (Laursen, 2006a:
6; Ross, 2001). En cuanto al PE, la Presidencia redujo la lista de artículos que
podrían pasar a estar sujetos al procedimiento de codecisión a 19 disposicio-
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nes (Francia, 2000). Se volvió además a plantear la posibilidad de eliminar el
procedimiento de cooperación, aunque sustituyendo las disposiciones sujetas
a dicha provisión por el procedimiento de consulta. El resultado de las nego-
ciaciones refleja los diversos ejes de conflicto que emergieron entre los EM.
Los asuntos más problemáticos a este respecto fueron el reparto de votos —el
cual enfrentó a países grandes medianos y pequeños—, la extensión del voto
por mayoría cualificada (con países como el Reino Unido o España reclaman-
do que un gran número de disposiciones quedaran sujetas a unanimidad) y el
establecimiento del número total de Comisarios, donde la división entre pe-
queños y grandes estados fue más aparente (Yataganas, 2001).

Al mismo tiempo, se produjeron importantes acontecimientos de carác-
ter político que influyeron de manera exógena pero a la vez determinante en
las negociaciones. Por ejemplo, la entrada del partido de extrema derecha
FPÖ en el gobierno de Austria y las subsiguientes sanciones impuestas por
los Estados situó la reforma del artículo 7 en el centro de las discusiones con
el fin de evitar situaciones similares en el futuro (7) (Laursen, 2006b: 533).
Otra circunstancia determinante fue la existencia de un gobierno de cohabi-
tación en Francia, una situación que muchos coincidieron en señalar como
factor causante de una gestión deficiente de la Presidencia por parte del eje-
cutivo francés (Ross, 2001).

Teniendo en cuentas las circunstancias señaladas, resulta comprensible
que la aproximación a las negociaciones por parte de los Estados tuviera un
carácter minimalista. En consecuencia, el procedimiento de codecisión fue
extendido únicamente a 7 nuevas áreas frente a los 27 ámbitos a los que
se extendió el voto por mayoría cualificada. Dicha cifra constituyó un núme-
ro considerablemente inferior a las demandas estipuladas por el PE y muy
por debajo de las opciones planteadas por las sucesivas Presidencias. Asi-
mismo, el procedimiento de cooperación no fue eliminado y la institución si-
guió manteniendo su influencia en las tres áreas sujetas al artículo 252 (8).
En definitiva, las reformas adoptadas constituyeron un nuevo incremento en
los poderes del Parlamento, aunque de menor alcance que los acordados en
las anteriores reformas.

El caso de Niza pone de relieve la importancia crucial de la agenda para
la eventual renegociación del equilibrio institucional. Varios autores coinci-
den en señalar que el Tratado había «nacido para ser modesto» (Ludlow,
2001), ya que los Estados quisieron centrar las discusiones en los asuntos
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más urgentes de cara a la inminente ampliación de la UE. Algunos gobiernos
reconocieron incluso de manera formal que el Parlamento Europeo no iba a
ser uno de los temas importantes a tratar durante la CIG (House of Com-
mons, 2000a: 25).

En consecuencia, la fijación de una agenda escueta, basada en las «so-
bras» de la anterior CIG, no provocó la aparición de un espacio de oportuni-
dades que permitiera discutir un mayor aumento de los poderes del PE. De
manera específica, las negociaciones se centraron en asuntos que afectaban
directamente al equilibrio de poder entre los Estados (reparto de votos, esca-
ños y número de Comisarios por país), temas con un grado potencialmente
alto de conflictividad y que consumieron la mayor parte del tiempo de nego-
ciación. Además, la extensión del voto por mayoría cualificada a nuevas
áreas se reveló desde el principio como una cuestión de compleja discusión.
Teniendo en cuenta que dicha reforma se conectó directamente con la posi-
bilidad de ampliación del procedimiento de codecisión, no parece sorpren-
dente que el resultado final fuera de carácter limitado.

5. DE LA CONSTITUCIÓN EUROPEA AL TRATADO DE LISBOA:

LA INSTITUCIONALIZACIÓN DEL PARLAMENTO EUROPEO COMO COLEGISLADOR

El siguiente epígrafe revisa de forma conjunta el proceso de elaboración
y aprobación del Tratado constitucional y el documento resultante de su fa-
llida ratificación, el Tratado de Lisboa. La pertinencia de llevar a cabo el
análisis de ambas reformas en un mismo estudio de caso reside en el hecho
de que a pesar de que la Constitución Europea no pudo entrar en vigor al ha-
ber sido rechazada en sendos referendos en Francia y Países Bajos, la mayor
parte de las modificaciones introducidas por la misma en relación a los po-
deres del PE han sido recogidas por el nuevo Tratado de Lisboa (pendiente
de ratificación). Además, la singularidad del ésta última reforma (que es re-
sultado directo de la no ratificación de una modificación previamente adop-
tada) exige un análisis amplio en el tiempo y que permita trazar de manera
eficiente el proceso de atribución de mayores poderes a la Eurocámara.

5.1. De la Convención al Tratado por el que se establece
una Constitución para Europa

Desde el punto de vista empírico, el caso del Tratado constitucional re-
sulta especialmente relevante para esta investigación por dos razones. En
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primer lugar, el proceso de elaboración de la Constitución estuvo guiado en
gran parte por la voluntad de aumentar la legitimidad democrática de la
Unión. Por ello, el análisis proporciona una buena oportunidad para estudiar
la influencia del argumento democrático como base sustentadora de las re-
formas institucionales. Por otro lado, la elaboración de la Constitución no
obedeció a las pautas «tradicionales» de las CIGs previas, por cuanto se creó
una Convención encargada de elaborar un proyecto de Tratado. Dicha pecu-
liaridad permite estudiar la importancia del contexto institucional para la fi-
jación de la agenda, analizando hasta qué punto los asuntos fijados en la an-
terior CIG se vieron materializados en las discusiones en el nuevo órgano.

De hecho, es posible afirmar que la aprobación del Tratado constitucio-
nal supuso un salto cualitativo en el proceso de ampliación progresiva de los
poderes del PE que había tenido lugar en las últimas CIGs. Desde el punto
de vista formal, la reforma de mayor impacto para el Parlamento introducida
por la Constitución fue la conversión de la codecisión en el «Procedimiento
Legislativo Ordinario» (PLO) (9). Otra de las reformas introducidas fue la
modificación del procedimiento presupuestario, que daría a la Eurocámara
un mayor poder a la hora de fijar los gastos de la UE. Además, se introduje-
ron disposiciones que incidirían de forma directa en los poderes del Parla-
mento, como la posibilidad de extender el PLO a áreas adicionales, o la apli-
cación del Procedimiento de Dictamen Conforme a la Comitología, entre
otras (Benedetto y Hix, 2007: 121). No se llevaron a cabo sin embargo refor-
mas de gran calado en relación al procedimiento de nombramiento del Presi-
dente de la Comisión y los Comisarios, ya que la única modificación que se
introdujo al respecto fue la obligación por parte de los EM de «tener en
cuenta el resultado de las elecciones al Parlamento Europeo» a la hora de de-
signar al candidato potencial a Presidente de la Comisión, el cual pasaría a
ser «elegido» —no aprobado— por la Eurocámara. Esta modificación cons-
tituyó la solución acordada para lograr que el ejecutivo comunitario reflejara
hasta cierto punto la composición política del PE.

a) Preparación de las negociaciones

Al igual que en las CIGs anteriores, la preparación de las negociaciones
vino enmarcada por las declaraciones realizadas por los líderes de los EM al
término del anterior proceso de reforma. De este modo, la Declaración
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(9) Tratado por el que se establece una Constitución para Europa, artículos I-34 y
III-395.



N.º 23 que acompañaba al Tratado de Niza recogía el mandato de abrir un
debate sobre el futuro de la UE que eventualmente daría lugar a una nueva
Conferencia de Representantes para introducir las modificaciones oportunas
en los Tratados. De manera específica, se exhortaba a la reflexión para la
adopción de reformas en los siguientes aspectos: la delimitación precisa de
las competencias entre la Unión Europea y los EM, el estatuto de la Carta de
los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, la simplificación de los
Tratados y la función de los parlamentos nacionales.

Por lo tanto, y a diferencia de ocasiones anteriores, la agenda fijada por
el Tratado no se componía de aspectos irresueltos por las negociaciones que
habían dado lugar al nuevo marco legal. Tal y como afirma Ludlow (2001),
«existía una agenda pos-Niza, pero no sobras de Niza». De este modo, el
Consejo Europeo de Laeken adoptó en diciembre de 2001 una «Declaración
sobre el Futuro de la Unión Europea» en la cual se reflexionaba acerca de la
encrucijada y el punto de inflexión en el que se encontraba Europa ante la
futura ampliación. También se enumeraban los grandes desafíos del futuro,
entre los cuales se encontraba el «reto democrático» de acercar la UE a los
ciudadanos europeos. En el caso del PE, el documento se planteaba diversas
cuestiones en cuanto a las posibles modificaciones institucionales que po-
drían realizarse (Consejo Europeo, 2001).

Finalmente, la declaración aludía a la posibilidad de adoptar un texto
constitucional y convocaba una «Convención para el Futuro de Europa», la
cual tendría como principal objetivo «examinar las cuestiones esenciales que
[planteaba] el futuro desarrollo de la Unión e investigar las distintas respues-
tas posibles» (Consejo Europeo, 2001). Así, el nuevo órgano —compuesto
entre otros cargos por representantes de los gobiernos de los EM, Eurodipu-
tados y parlamentarios nacionales— sería el encargado de redactar un docu-
mento final que contendría las propuestas de modificación debatidas y servi-
ría como punto de partida en las negociaciones.

A diferencia de las anteriores CIGs, el PE se vio esta vez plenamente im-
plicado en el proceso de elaboración del proyecto de Tratado. Durante los 18
meses que duró la Convención Europea, los Eurodiputados participantes
contribuyeron de manera decisiva a los trabajos de formulación y elabora-
ción de propuestas. Sin embargo, de los 11 grupos creados por la Presiden-
cia, ninguno estaba dedicado a la reforma institucional en sentido estricto. El
único grupo que afectaba de manera más o menos directa a los poderes del
Parlamento era el número IX, dedicado a las «Simplificación de los procedi-
mientos e instrumentos» (Maurer, 2007: 129). Entre los diversos temas trata-
dos se encontraba la extensión del procedimiento de codecisión. A este res-
pecto, el mandato aprobado por el Praesidium establecía que el grupo debe-
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ría «estudiar en qué medida podría asociarse el procedimiento de codecisión
de forma total y exclusiva a la adopción de materia legislativa» (Convención
Europea, 2002a).

La extensión de la codecisión estuvo por tanto incluida desde el principio
en la agenda del grupo de trabajo, que discutió la posible asociación de di-
cho procedimiento a todos los actos legislativos. De hecho, en el marco del
papel proactivo que el PE estaba desarrollando en los trabajos de la Conven-
ción, los Eurodiputados apoyaron con fuerza dicha conexión (Beach, 2004).
El informe final del grupo de trabajo incluyó finalmente la propuesta de con-
vertir la codecisión en el procedimiento de base para toda la legislación
adoptada, aunque planteando la posibilidad de que se mantuvieran excepcio-
nes en «ámbitos especialmente delicados, desde un punto de vista político,
para los Estados miembros» (Convención Europea, 2002b). Otras de las rei-
vindicaciones del PE fue la eliminación de la clasificación entre gastos
«obligatorios» (GO) y «no obligatorios» (GNO) en el procedimiento de ela-
boración y aprobación del presupuesto comunitario. El documento del grupo
de trabajo establecía la efectiva eliminación de dicha distinción, y aconseja-
ba que la cámara tuviera la última palabra en materia de gastos a condición
de que el Consejo tuviera la última palabra en materia de recursos. Además,
se planteaba la posibilidad de aplicar el procedimiento de codecisión a la
aprobación del presupuesto comunitario.

A pesar de que durante la fase de reflexión final los debates tendieron al
intergubernamentalismo, con los EM planteando iniciativas conjuntas fuera
del ámbito de la Convención (Maurer, 2007: 129), la conversión de la code-
cisión en PLO discutida durante la fase convencional se incluyó finalmente
en el proyecto de nuevo Tratado (10). Además, el texto también materializó
la eliminación de la distinción entre GO y GNO y la aplicación de un proce-
dimiento de codecisión reducido a la aprobación del presupuesto comunita-
rio, estableciendo un mecanismo a través el cual el PE tendría la última pala-
bra en la decisión acerca de los gastos de la Unión (11).
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(10) Proyecto de Tratado por el que se establece una Constitución para Europa, artículo
III-302.

(11) Proyecto de Tratado por el que se establece una Constitución para Europa, artículo
III-404.



b) Preferencias de los Estados

En el caso de la elaboración del Tratado constitucional, puede resultar de
interés analizar las posiciones de los Estados tanto durante la Convención
como a lo largo de la fase de negociación, con el fin de detectar las posibles
alteraciones (o la continuidad) en las posiciones de los actores. A este res-
pecto, el estudio de las aportaciones de los gobiernos muestra que casi todos
los Estados estaban a favor de extender los poderes del PE desde el punto de
vista legislativo. Así, la conexión entre el procedimiento de codecisión y la
extensión del voto por mayoría cualificada fue apoyada de manera expresa
por la mayor parte de los países (12). Conviene resaltar además que la legiti-
midad democrática volvió a ser presentada por los Estados como el argu-
mento principal subyacente a la ampliación de poderes del Parlamento. En
algunos casos, se llegaba a afirmar que «el Parlamento Europeo representa
directamente a los ciudadanos de Europa, y juega por tanto un papel esencial
en el refuerzo de la legitimidad y la representatividad de los procesos legis-
lativos de la Unión» (Convención Europea, 2003c: 4).

c) Negociación

Una vez presentado el proyecto de nuevo Tratado, la CIG comenzó sus
trabajos en octubre de 2003 bajo Presidencia italiana. Si bien el documento
preparado por la Convención constituyó la base de las negociaciones, pronto
se pudo observar que existían puntos conflictivos sobre los que iba a ser más
complejo encontrar un acuerdo entre los Estados. Tal era el caso del sistema
de votación en el Consejo, para el cual el proyecto de Tratado había estable-
cido un sistema de doble mayoría que ya había encontrado fuerte resistencia
por parte de algunos gobiernos durante la Convención.

De este modo, entre octubre y diciembre se desarrollaron varias reunio-
nes a nivel ministerial, donde se discutieron las posibles modificaciones al
proyecto de Tratado constitucional. Entre los temas más controvertidos y
que consumieron un mayor tiempo de negociación se encontraban el papel
del Ministro de Asuntos de Exteriores propuesto por la Convención, la posi-
bilidad de alteración del sistema de presidencias por turnos y, sobre todo, la
ponderación de los votos en el Consejo. Desde el punto de vista del PE, las
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(12) Información obtenida a través del análisis de las contribuciones de los Estados
miembros contenidas en CONVENCIÓN EUROPEA (2003a, 2003b, 2003c, 2003d) y BEACH

(2004).



dos cuestiones potencialmente más relevantes para sus competencias eran la
consolidación del PLO en la versión final del Tratado y el mantenimiento
del procedimiento presupuestario tal y como estaba reflejado en el proyecto.

En cuanto al PLO, la cuestión no constituyó objeto de negociación entre
los Estados, por cuanto la extensión del mismo había sido objeto de un
acuerdo prácticamente mayoritario entre los EM. Las únicas divergencias
entre los gobiernos surgieron a la hora de preservar la unanimidad en el Con-
sejo para determinados ámbitos como la cultura o los impuestos. El procedi-
miento presupuestario siguió sin embargo un camino menos despejado que
la generalización de la codecisión, ya que varios países mostraron desde el
principio su disconformidad con la propuesta final de la Convención, puesto
que ésta daba la última palabra en el procedimiento presupuestario al PE.
Ello llevó a que durante las negociaciones desarrolladas bajo la Presidencia
italiana, el Consejo ECOFIN de octubre de 2003 propusiera reformar la pro-
puesta de la Convención. La modificación pretendía reestablecer el equili-
brio anterior entre Consejo y PE, y establecía que en el caso de que existiera
un desacuerdo entre ambas instituciones durante la última fase del procedi-
miento presupuestario, el presupuesto acordado sería el más bajo de los pro-
puestos, con la reserva de que la cantidad nunca podría ser menor a la del
año precedente (Comisión Europea, 2003). Esta reforma, aún manteniendo
una influencia considerable del PE en la aprobación del presupuesto, signifi-
caba de facto una reducción de los poderes de la institución con respecto a la
propuesta de la Convención.

Dicha enmienda no fue en principio apoyada por la mayoría de los go-
biernos, ya que varios EM como Bélgica, Italia o Grecia consideraban ópti-
ma la propuesta de la Convención (Comisión Europea, 2003; Parlamento
Europeo, 2004). En cualquier caso, la solución final tendría que esperar, ya
que a pesar de las intenciones de los Estados de aprobar un texto final en el
Consejo Europeo de diciembre de 2003, los Presidentes y Primeros Minis-
tros fueron incapaces de alcanzar un acuerdo sobre el sistema de votación en
el Consejo. Sin embargo, la llegada de Países Bajos a la Presidencia mar-
có el inicio de un nuevo relanzamiento del proceso negociador en el que se
volvieron a reabrir las cuestiones sujetas a controversia.

En esta nueva ronda de negociaciones, el procedimiento presupuestario
siguió siendo objeto de desacuerdo entre los EM (Comisión Europea, 2004).
La Presidencia irlandesa —que había sucedido al ejecutivo holandés al fren-
te del Consejo— retuvo la propuesta que había sido formulada en las dis-
cusiones precedentes y que implicaba la pérdida por parte del PE de la posi-
bilidad de formular la última palabra en el procedimiento. A pesar de que al-
gunos Estados siguieron mostrando su preferencia por buscar sistemas
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alternativos o mantener la propuesta de la Convención, el compromiso al-
canzado finalmente significó la materialización de la propuesta de la Presi-
dencia, según la cual en virtud de un eventual desacuerdo entre las propues-
tas presupuestarias de PE y Consejo, prevalecería aquella que reflejara la ci-
fra más baja. En consecuencia, mientras que las preferencias relativas a la
generalización de la codecisión permanecieron estables, las posiciones acer-
ca del papel del PE en el procedimiento presupuestario cambiaron a lo largo
de las negociaciones. La adopción final de la propuesta de la Presidencia no
hizo sino reflejar la insatisfacción de una gran parte de los gobiernos con la
propuesta de la Convención, un grupo que incluía a algunos de los EM más
grandes (Francia, Alemania y Reino Unido). Una vez que se hizo patente la
imposibilidad de adoptar la solución reflejada en el proyecto de Tratado, in-
cluso el PE a través de su representante en la CIG —el eurodiputado
Elmar Brok— se mostró dispuesto a aceptar la propuesta (Comisión Eu-
ropea, 2004).

La evidencia empírica obtenida del estudio de la elaboración y negocia-
ción de la Constitución Europea parece apoyar de nuevo las hipótesis formu-
ladas al inicio de este trabajo. En primer lugar, los datos ponen de relevancia
una vez más la importancia de la agenda para la adopción de reformas en fa-
vor del PE. En el caso de la Constitución, pronto se hizo patente que la nece-
sidad de llevar a cabo una reflexión acerca del futuro de Europa incluiría el
debate acerca del papel del PE en el proceso político de la UE (Consejo Eu-
ropeo, 2001). Por ello, la fijación de una agenda amplia abrió un espacio de
oportunidad en la que el aumento del poder de la institución pudo materiali-
zarse. Además, la aprobación del Tratado Constitucional constituye la mejor
evidencia empírica de la importancia de la dependencia de la trayectoria, ya
que las reformas adoptadas en relación al poder legislativo del PE supusie-
ron un avance más en el proceso iniciado en el Acta Única Europea. De he-
cho, algunos líderes confirmaron durante la Convención esta idea, llegando
a afirmar que «la institución directamente elegida por lo ciudadanos» había
visto aumentados sus poderes sucesivamente con cada Tratado y que la
Constitución Europea «no debía constituir una excepción a este respecto»
(Convención Europea, 2003b).

5.2. El Tratado de Lisboa o el rescate (selectivo)
del Tratado constitucional

Es necesario comenzar el estudio del último caso señalando que el análi-
sis de las negociaciones del Tratado de Lisboa debe ser necesariamente re-
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ducido y prudente por dos razones. En primer lugar, dicho Tratado constitu-
ye una excepción histórica, por cuanto es el resultado directo de una ratifica-
ción fallida. Dicho de otra forma, nunca antes en el proceso de integración
europea se habían rescatado partes sustanciales de un texto anteriormente
aprobado y que no había podido entrar en vigor (13). Por otro lado, la nueva
reforma ha supuesto la aparición de lo que Closa (2008: 25) denomina la
«paradoja democrática europea»: el procedimiento (comparativamente ha-
blando) más democrático de elaboración de un Tratado en la historia de la
UE ha dado lugar a una dinámica opuesta de intergubernamentalismo carac-
terizado por la incertidumbre y el secretismo (14). Por lo tanto, la cantidad
de información disponible para el análisis de las negociaciones es considera-
blemente limitada. En cualquier caso, el estudio del proceso de elaboración
del Tratado de Lisboa muestra cómo la ampliación de las competencias del
Parlamento no figuró en ningún momento entre los temas sujetos a discusión
entre los EM, puesto que ésta formó parte desde el principio del grupo de re-
formas institucionales que los gobiernos consideraban que deberían ser in-
cluidas en un nuevo Tratado.

a) Preparación de las negociaciones

El punto de partida de la elaboración del nuevo Tratado lo constituye el
período de «reflexión, clarificación y discusión» abierto por la Presidencia
luxemburguesa en junio de 2005 como consecuencia del resultado negativo
de los referendos sobre el Tratado Constitucional en Francia y Holanda (Lu-
xemburgo, 2005). Dicho espacio de tiempo estaba en principio destinado a
tomar el pulso de las opiniones acerca del futuro devenir del proceso de inte-
gración en los EM. Sin embargo, la evolución de los acontecimientos de-
mostró que en realidad se trataba de un período de incertidumbre, marcado
por la división entre aquellos países que daban por muerta la Constitución y
los que querían seguir adelante con el proceso de ratificación o al menos
conservar el contenido de la misma (15).
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(13) Si bien el Tratado de la Comunidad Europea de Defensa firmado en 1952 constitu-
ye otro caso señalado de ratificación fallida, éste no entrañó la recuperación sustancial de las
disposiciones contenidas en el mismo.

(14) Véase igualmente DE BURCA (2008) para una reflexión adicional sobre esta contra-
dicción.

(15) Sirva como ejemplo la reunión de «Amigos del Tratado Constitucional» celebrada
en Madrid el 26 de enero de 2007 entre representantes de los 18 EM que habían ratificado la
Constitución Europea o la propuesta de «Mini-Tratado» formulada por el actual Presidente de
la República Francesa, Nicolas Sarkozy (TORREBLANCA, 2007).



De este modo, la reflexión fue dando progresivamente paso a un período
de tanteo (Torreblanca, 2007), en el que de forma soterrada la Presidencia
finlandesa empezó a llevar a cabo consultas bilaterales entre los distintos
EM con el fin de explorar posibles salidas a la crisis constitucional. El im-
pulso definitivo a la elaboración de un nuevo Tratado vendría marcado por
la Declaración de Berlín, un documento elaborado con motivo de la celebra-
ción del quincuagésimo aniversario de la firma de los Tratados de Roma. El
proceso de preparación de dicho texto reflejó una vez más las divisiones
existentes, ya que algunos países (en concreto, Reino Unido y Países Bajos)
se negaron a incluir cualquier referencia al Tratado constitucional o incluso
al propio futuro del proyecto europeo, mientras que la Presidencia alemana
veía en la Declaración una oportunidad para reavivar la Constitución (Beun-
derman, 2007).

Finalmente, la solución acordada fijaba una fecha límite para la salida de
la crisis: las elecciones al Parlamento Europeo de 2009 (16). En abril, la Pre-
sidencia alemana —que había continuado el proceso de consultas bilatera-
les— preparó un cuestionario con 12 preguntas acerca de las posibles opcio-
nes de reforma (Beste y von Hammerstein, 2007). Dicho cuestionario debía
servir para pulsar las opiniones de los gobiernos de cara a la posibilidad de
cerrar un acuerdo sobre la futura CIG en el Consejo de la Unión Europea de
junio. Si bien la Presidencia presentó poco antes de la cumbre un informe en
el que daba cuenta de los progresos de las consultas (Consejo de la Unión
Europea, 2007a), el documento no sirvió como base para las negociaciones,
ya que de forma paralela (y secreta) también se había elaborado un proyecto
de mandato para la CIG, que fue finalmente discutido por los gobiernos
(Closa, 2008: 27). Así pues, los EM adoptaron un mandato detallado que ce-
rraba de forma contundente al alcance de las reformas a discutir y que resca-
taba en gran parte el contenido del Tratado constitucional (Consejo de la
Unión Europea, 2007b). La Presidencia portuguesa confirmó la utilización
del texto como el documento esencial de trabajo y, tras largas negociaciones,
los EM aprobaron el proyecto de Tratado de Reforma, que sería firmado ofi-
cialmente en Lisboa el 3 de diciembre del mismo año.
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(16) «Henos aquí, por tanto, cincuenta años después de la firma de los Tratados de
Roma, unidos en el empeño de dotar a la Unión Europea de fundamentos comunes renovados
de aquí a las elecciones al Parlamento Europeo de 2009», Declaración con ocasión del quin-
cuagésimo aniversario de la firma de los Tratados de Roma, 25 de marzo de 2007.



b) Preferencias de los Estados

Las posiciones de los gobiernos en relación a la reforma pueden reunirse
en torno a cuatro grandes grupos (Closa, 2008: 30): a) los 18 Estados que
habían ratificado la Constitución Europea y que por tanto apoyaban su «res-
cate»; b) aquellos que no la habían ratificado pero que no se oponían en prin-
cipio a preservar su contenido (Dinamarca, Irlanda, Portugal y Suecia);
c) los que habían obtenido resultados negativos en sus referendos de ratifica-
ción y que por tanto debían tener un papel preferente a la hora de indicar qué
aspectos debían quedar excluidos en el nuevo Tratado para hacerlo aceptable
para sus ciudadanos (Francia y Holanda); y d) aquellos países que no se con-
sideraban «atados» por la Constitución y que defendían que se había abierto
un nuevo espacio de renegociación de los compromisos acordados en 2004
[Polonia, Reino Unido y República Checa (17)].

Conviene señalar que el aumento de poderes de la Eurocámara consagra-
do en el Tratado constitucional nunca fue objeto de discusión directa en las
negociaciones, ni siquiera por parte de aquellos Estados más proclives a al-
terar el compromiso acordado en 2004. A modo de ejemplo, si bien el Reino
Unido delimitó desde el principio de las negociaciones una serie de «líneas
rojas» que no podrían ser traspasadas (18), el gobierno británico confirmó
antes del inicio de la CIG el mantenimiento de las provisiones relativas al
PLO y el procedimiento presupuestario (Reino Unido, 2007).

c) Negociación

Las negociaciones sobre el nuevo Tratado giraron fundamentalmente en
torno a los siguientes temas: las denominadas cuestiones «constitucionales»
(mantenimiento de los símbolos de la UE, denominación del futuro Ministro
de Asuntos Exteriores), la validez jurídica de la Carta de Derechos Funda-
mentales de la Unión y el sistema de votación en el Consejo. El único ele-
mento sujeto a discusión en relación al PE fue el número de eurodiputados
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(17) Para un análisis detallado de las posiciones de los gobiernos de Polonia y República
Checa, véase KACZYNSKI (2007) y ÇIHÁªKOVÁ y VON SEYDLITZ (2007) respectivamente. Para
comprender la posición del gobierno británico, véase REINO UNIDO (2007).

(18) En concreto, el gobierno británico fijó cuatro «condiciones» para la adopción de un
nuevo Tratado antes del Consejo Europeo de junio: protección de la legislación laboral del
Reino Unido, protección del sistema de «common law» británico, mantenimiento de una polí-
tica exterior y de defensa británica independiente y protección de la seguridad social y el sis-
tema fiscal británicos (REINO UNIDO, 2007: 7).



que la cámara tendría a partir de la entrada en vigor del nuevo texto, ya que
la reducción de la cifra total de parlamentarios a 750 hacía perder la paridad
de escaños a Italia con el Reino Unido y Francia, lo que no era aceptado de
buen agrado por Roma. Al mismo tiempo, determinados países como Espa-
ña mostraron su rechazo a la posibilidad de renunciar a diputados para aten-
der a la petición del ejecutivo italiano de conseguir un escaño adicional
(Egurbide, 2007). La solución final acordada elevó el número de eurodiputa-
dos a 751, aunque introduciendo una cláusula a través de la cual los futuros
Presidentes del PE no serían tenidos en cuenta a la hora de las votaciones
parlamentarias.

Más allá de las discusiones sobre el número de escaños, el resultado final
de las negociaciones confirma que el aumento de las competencias del PE no
estuvo entre los aspectos negociados por los Estados. En este sentido, las
principales alteraciones introducidas por el Tratado en relación al la Consti-
tución Europea fueron, entre otras: la inclusión de una cláusula «Ioánin-
na» (19) que permitirá retrasar la adopción de una medida en el Consejo si
una minoría de EM así lo solicita, la eliminación a los símbolos de la Unión
(bandera, himno), el cambio de la denominación del Ministro de Asuntos
Exteriores (20) o la no aplicación de la Carta de Derechos Fundamentales al
Reino Unido o Polonia. Por lo tanto, y en el marco de la prudencia analítica
recomendada anteriormente, es posible afirmar que la confirmación del PE
como cuasi colegislador responde a la agenda que había sido marcada por el
propio Tratado constitucional. De este modo, a pesar de la voluntad de
ciertos gobiernos de renegociar los avances acordados en la Constitución,
el incremento de poderes del Parlamento Europeo fue confirmado por la
gran mayoría de los EM desde el principio de las discusiones sobre un nuevo
Tratado.
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(19) El «compromiso de Ioánnina» fue un acuerdo alcanzado por los EM durante una
reunión informal de ministros de Asuntos Exteriores el 29 de marzo de 1994. Dicho pacto es-
tablecía que cuando miembros del Consejo que representasen entre 23 y 26 votos mostraran
su intención de oponerse a una decisión por mayoría cualificada, la institución haría todo lo
posible por alcanzar en un plazo razonable una solución satisfactoria que pudiera ser adopta-
da por un mínimo de 68 votos sobre 87. Véase: http://europa.eu/scadplus/glossary/ioannina_
compromise_es.htm

(20) La fórmula retenida finalmente fue la de «Alto Representante de la Unión para
Asuntos Exteriores y Política de Seguridad».



CONCLUSIONES

Los procesos de reforma de los Tratados de la UE son extremadamente
complejos, llegando a ser calificados en ocasiones como «caóticos» y «confu-
sos», tanto por la variedad de asuntos discutidos como por la naturaleza
«constitucional» de los mismos (Beach y Mazuchelli, 2007: 227). Sin embar-
go, el estudio de la evolución de un tema concreto a lo largo del tiempo permi-
te reconstruir el proceso y hacer emerger los factores que motivaron el cambio
institucional en un momento determinado. A tal efecto, los estudios de caso
realizados permiten comprobar empíricamente el poder explicativo de las hi-
pótesis formuladas acerca del desarrollo competencial de la Eurocámara.

En primer lugar, esta contribución pone de relieve la importancia de la
dependencia de la trayectoria para la explicación de las reformas que tuvie-
ron lugar en cada CIG y que sirvieron para incrementar los poderes del PE.
Es posible afirmar que esta constricción de las opciones disponibles para los
actores operó a dos niveles distintos:

a) Uno más concreto, y que vendría definido por la agenda marcada al
final de cada CIG. Así, la aparición de la reforma de las competencias de la
institución en las Conclusiones de Maastricht abrió un espacio que permitió
a los actores negociar y adoptar la subsiguiente modificación institucional.
En el caso de Niza sin embargo la cuestión de la reforma del PE no apareció
en la agenda fijada en la anterior CIG, lo que constriñó las posibles opciones
de llevar a cabo una nueva expansión de los poderes de la cámara. No fue
este el caso de la Constitución Europea, en donde el establecimiento de un
debate amplio acerca del futuro de Europa por las Conclusiones de Niza per-
mitió de nuevo la apertura de un espacio en el que el incremento de compe-
tencias de la institución pudo ser debatido y consecuentemente adoptado.
Dicho debate quedo una vez más especialmente restringido en el caso del
Tratado de Lisboa, en el que la existencia de un Tratado no ratificado condi-
cionó de manera determinante los asuntos discutidos en la siguiente reforma
y facilitó la cristalización del aumento de poderes de la Eurocámara en un
nuevo texto.

b) Un segundo nivel más amplio y que se refiere a la mecánica interna
de ampliación de poder del PE internalizada por los actores. Según este ra-
zonamiento, una vez que se decidió comenzar a aumentar los poderes del
PE, la mayoría de los gobiernos comenzaron a interiorizar una dinámica en
función de la cual el siguiente paso «lógico» en cada CIG sería incrementar
la importancia del papel de la institución en el proceso político de la UE.

Esta dimensión se relaciona de manera directa con la segunda hipótesis
enunciada: la importancia de la legitimidad democrática como argumento
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justificador de las alteraciones institucionales. En este sentido, el reconoci-
miento del PE como institución directamente elegida por los ciudadanos eu-
ropeos y como elemento legitimador de la UE fue determinante a la hora de
argumentar la necesidad de dotar a la institución de mayores poderes.

Desde el punto de vista teórico, las conclusiones confirmarían los postu-
lados del institucionalismo histórico formulados al principio del trabajo. De
forma general, los datos aportados vendrían a corroborar la naturaleza incre-
mental de los cambios institucionales. Desde el punto de vista empírico, en
ninguno de los casos analizados se produjeron big bangs institucionales que
modificaran de forma radical las reglas fijadas en los Tratados Constitutivos,
sino que se fueron realizando pequeñas alteraciones que se añadieron de for-
ma progresiva a las normas existentes. En consecuencia, los resultados fina-
les de cada negociación produjeron una estratificación en términos de The-
len (2003), no llegándose a producir coyunturas críticas que constituyeran
una refundación de las instituciones existentes. Esta dimensión incremental
de los cambios se explicaría desde el punto de vista teórico por los factores
enunciados anteriormente: si bien los actores tenderían a mantener statu quo
en cada reforma institucional, las ideas acerca de la necesidad de legitimar el
proceso les empujarían a adoptar reformas en favor del PE, en el marco del
espacio abierto por las agendas de las anteriores CIGs.

Por último, este trabajo no constituye un «punto final» en el estudio de la
evolución competencial de la Eurocámara, ya que futuras negociaciones po-
drían aumentar el poder de la institución en ámbitos hasta ahora excluidos de
su intervención, como por ejemplo, los propios procesos de reforma de los
Tratados Constitutivos. En un contexto en el cual cada vez resultan más acu-
ciantes las reflexiones acerca del supuesto «déficit democrático» de la UE,
las posibles investigaciones sobre la cuestión estarán, a buen seguro, revesti-
das de pertinencia.
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